LEY 1153 DE 2007
(Julio 31)
Por medio de la cual se establece el tratamiento de las pequeñas causas en materia penal.
El Congreso de la República
DECRETA:
Artículo 1°. Norma de integración. En los procesos que se adelanten por las contravenciones a que se refiere esta ley se aplicarán, de manera armónica y sistemática el Bloque de Constitucionalidad, la Constitución Política, los principios rectores y las normas del Código Penal y de la Ley 906 de 2004.
Artículo 2°. Conducta contravencional. Para que la conducta contravencional sea punible debe ser típica, antijurídica y culpable. Para tales efectos, se aplicarán las causales de ausencia de responsabilidad previstas en el artículo 32 del Código Penal.
Artículo 3o. Acción y omisión. Las conductas punibles descritas en la pre​sente ley pueden ser realizadas por acción o por omisión.
Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado contravencional y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o la ley. Las fuentes de la posición de garante, serán las mismas que establece el Código Penal.
Artículo 4o. Concurso de conductas contravencionales. El que con una sola acción u omisión o con varias acciones u omisiones infrinja varias dispo​siciones de esta ley o varias veces la misma disposición, quedará sometido a la que establezca la pena más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin que fuere superior a la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas, conductas contravencionales debidamente dosificadas cada una de ellas.
Cuando cualquiera de las conductas contravencionales concurrentes con la que tenga señalada la pena más grave contemple sanciones distintas a las esta​blecidas en esta, dichas consecuencias jurídicas se tendrán en cuenta a efectos de hacer la tasación de la pena correspondiente.
En caso conexidad con un delito, la autoridad competente para conocer el delito asumirá la competencia de la contravención.
Artículo 5o. Contravenciones culposas. La Contravención será culposa en los casos expresamente previstos en esta ley.
Artículo 6°. Dispositivos amplificadores del tipo. En materia de autoría, participación y tentativa, se aplicarán para el tratamiento de las contravenciones, las normas previstas en la parte general del Código Penal. 
CAPITULO II

De las consecuencias jurídicas de la conducta contravencional
Artículo T. De las penas y medidas de seguridad. Las penas que se pueden imponer con arreglo a esta ley, son principales y accesorias.

Para los contraventores inimputables se aplicarán las medidas de seguridad previstas en el Código Penal, sin que el máximo supere de cinco años en los casos de internación en establecimiento siquiátrico o clínica adecuada, e in​ternación en casa de estudio o de trabajo. En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida, podrá exceder el máximo fijado para la pena de arresto de la respectiva contravención. El mínimo dependerá de las necesidades de tratamiento en cada caso concreto.
En los eventos de libertad vigilada para inimputables, las obligaciones a imponer no podrán exceder de dieciocho ( 18 ) meses.
Artículo 8o. Penas principales. Son penas principales el trabajo social no remunerado en dominicales y festivos, la multa y el arresto en los casos en los casos previstos en la presente ley.
Artículo 9o. Trabajo social no remunerado. El trabajo social no remunerado se llevará a cabo en instituciones públicas o privadas que cumplan una función social y podrá implicar la participación en campañas a favor de los derechos de las víctimas. Este trabajo se llevará a cabo, en lo posible y según lo que disponga el funcionario, teniendo en cuenta la profesión, arte u oficio que desempeñe el contraventor y en labores que aparezcan en los manuales de funciones de la entidad como propias del cargo a realizar.
La ejecución del trabajo social no remunerado se ceñirá a las siguientes condiciones:
1. Su duración diaria no podrá exceder de ocho ( 8 ) horas.
2. Su duración total será de seis ( 6 ) a veinticuatro ( 24 ) semanas.
3. Se preservará en su ejecución la dignidad del contraventor
4. Se podrá prestar a la administración, a entidades públicas o asociaciones de interés social. Para facilitar su prestación, el juez podrá establecer convenios con entidades que desarrollen objetivos de claro interés social o comunitario.
5. Su ejecución se desarrollará bajo el control del juez, que para el efecto podrá requerir informes sobre el desempeño del trabajo a la entidad o asociación en que se presten los servicios.
6. Gozará de la protección dispensada a los sentenciados por la legislación penitenciaria en materia de seguridad social.
7. Su prestación no será remunerada.

Artículo 10. La pena de multa se sujetará a las siguientes reglas:
1. La pena de multa no podrá superar los cincuenta ( 50 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
2. La multa será fijada en forma motivada por el juez teniendo en cuenta la gravedad y el daño causado con la contravención; la intensidad de la culpabilidad: el valor del objeto de la contravención o el beneficio reportado por la misma: la situación económica del condenado deducida por su patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas familiares; y las demás circunstancias que indiquen su posibilidad de pagar
3. En caso de concurso de conductas contravencionales punibles o acumu​lación de penas, las multas correspondientes a cada una de las infracciones se sumarán, pero el total no podrá exceder el máximo fijado en esta ley
4. La multa deberá pagarse de manera íntegra e inmediata una vez que la respectiva sentencia haya quedado en firme, a menos que se acuda a alguno de los siguientes mecanismos sustitutivos:
a) Al imponer la multa o posteriormente, el juez podrá señalar plazos para el pago o autorizar que se pague por cuotas, previa demostración por parte del contraventor de su incapacidad material para sufragar la pena en un único e inmediato acto. La multa podrá fraccionarse en cuotas cuyo número no excederá de veinticuatro ( 24 ) con períodos de pago no inferiores a un ( 1 ) mes;
b)  Si se acredita la imposibilidad de pago, el juez podrá autorizar la amor​tización total o parcial de la multa a través de trabajo social no remunerado, el cual se cumplirá en los mismos términos establecidos para esta pena. Estos trabajos no podrán imponerse sin el consentimiento del contraventor
5. Cuando el condenado no pagare o incumpliere el sistema de plazos con​cedido, o no amortizare voluntariamente mediante trabajo social no remune​rado, la multa se convertirá en arresto de fin de semana. De igual forma debe generarse un reporte a la Contaduría General de la Nación para que incorpore su nombre como deudor moroso del Estado.
6. Los dineros recaudados por conceptos de multas de las pequeñas causas entrarán a formar parte del presupuesto de la Policía Nacional.
Artículo 11. Incumplimiento. En caso de incumplimiento de las penas principales de trabajo social no remunerado y multa, estas se convertirán en arresto de fin de semana.
Un salario mínimo legal mensual vigente, en caso de la multa, equivale a cinco ( 5 ) arrestos de fin de semana de treinta y seis ( 36 ) horas cada uno. Y en el caso del trabajo social no remunerado, cada día de incumplimiento se convertirá en veinticuatro ( 24 ) horas de arresto de fin de semana.
El arresto de fin de semana se llevará a cabo durante los días viernes, sába​dos, domingos o lunes festivos en el establecimiento carcelario del domicilio del arrestado.
El incumplimiento injustificado, en una sola oportunidad por parte del arrestado, dará lugar a que el juez decida que el arresto se ejecute de manera ininterrumpida.
Las demás circunstancias de ejecución se establecerán conforme a las previsiones del Código Penitenciario y Carcelario, cuyas normas se aplicarán supletoriamente en lo no previsto en esta ley.

El condenado sometido a responsabilidad personal subsidiaria derivada del impago de la multa, podrá hacer cesar la privación de la libertad, en cualquier momento en que satisfaga el total o la parte de la multa pendiente de pago.
Artículo 12. Arresto por registro de antecedentes. Quien tuviere antecedentes penales o contravencionales e incurriere en contravención dentro de los cinco ( 5 ) años siguientes de cumplida la condena, se le impondrá pena de arresto efectivo e ininterrumpido de uno ( 1 ) a cuatro ( 4 ) años. Tratándose de antece​dentes por hurto, la pena a imponer será de arresto efectivo e ininterrumpido de dos ( 2 ) a seis ( 6 ) años.
En este caso no procederá rebaja en la pena por aceptación de la imputación a la cual se refiere esta ley, ni se concederán los subrogados o mecanismos sustitutivos de suspensión condicional de la ejecución de la pena, ni libertad condicional previstos en el Código Penal.
Parágrafo. Para dar cumplimiento a este artículo, en todos los casos en que sea condenada una persona por delito o contravención, el juez dispondrá se efectúe el registro decadactilar del condenado, el cual será remitido a la Registraduría Nacional del Estado Civil a efectos de que expida en forma inmediata copia de la fotocédula. En caso de no aparecer registrada la persona en sus archivos, la Registraduría Nacional del Estado Civil lo registrará con el nombre que se identificó inicialmente y procederá a asignarle un cupo numérico. Este registro y copia de la parte resolutiva de la sentencia serán remitidos al Departamento Administrativo de Seguridad.
Artículo 13. Penas accesorias. Se podrán aplicar al contraventor como penas accesorias a las principales, las siguientes:
1.
Inhabilitación para el ejercicio de profesión, arte, oficio, industria o
comercio.
2. Prohibición de consumir bebidas alcohólicas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas.
3. Privación del derecho a la tenencia y porte de armas.
4. Privación del derecho a conducir vehículos automotores y motoci​cletas.
5. Capacitación obligatoria del contraventor o participación en programas de rehabilitación para personas con problemas de drogadicción, alcoholismo o similares.
Parágrafo. Las penas accesorias deberán guardar relación con la conducta contravencional que se llevó a cabo o con la propia situación del contraventor y no podrán tener una duración superior a la de la pena principal.
Artículo 14. Motivación del proceso de individualización de la pena. Toda sentencia deberá contener una fundamentación explícita sobre los motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa de la pena.
Artículo 15. Parámetros para la determinación de los mínimos y máximos aplicables. Para efectuar el proceso de individualización de la pena el senten​ciador deberá fijar, en primer término, los límites mínimos y máximos en los que se ha de mover. Para ello, y cuando hubiere circunstancias modificadoras de dichos límites, aplicará las siguientes reglas:
1. Si la pena se aumenta o disminuye en una proporción determinada, esta se aplicará al mínimo y al máximo de la infracción básica.
2. Si la pena se aumenta hasta en una proporción, esta se aplicará al máximo de la infracción básica.
3. Si la pena se disminuye hasta en una proporción, esta se aplicará al mí​nimo de la infracción básica.
4. Si la pena se aumenta en dos proporciones, la menor se aplicará al mínimo y la mayor al máximo de la infracción básica.
5. Si la pena se disminuye en dos proporciones, la mayor se aplicará al mínimo y la menor al máximo de la infracción básica.
Artículo 16. Fundamentos para la individualización de la pena. Efectuado el procedimiento anterior, el sentenciador dividirá el ámbito punitivo de movilidad previsto en la ley en cuartos: uno mínimo, dos medios y uno máximo.
El sentenciador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de ate​nuación punitiva, dentro de los cuartos medios cuando concurran circunstancias de atenuación y de agravación punitiva, y dentro del cuarto máximo cuando únicamente concurran circunstancias de agravación punitiva.

Establecido el cuarto o cuartos dentro del que deberá determinarse la pena, el sentenciador la impondrá ponderando los siguientes aspectos: la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo o la culpa concurrentes, la necesidad de pena y la función que ella ha de cumplir en el caso concreto.
Además de los fundamentos señalados en el inciso anterior, para efectos de la determinación de la pena, en la tentativa se tendrá en cuenta el mayor o menor grado de aproximación al momento consumativo y en la complicidad el mayor o menor grado de eficacia de la contribución o ayuda.
Artículo 17. Coordinación con autoridades públicas y particulares. Queda a la iniciativa del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad conseguir que las autoridades o particulares que tengan a su cargo a quienes cumplan la pena de trabajo social realicen, cumplan, reporten, vigilen y cuantas resultaren necesarias para el cabal cumplimiento de las condenas.
El juez podrá requerir a dichas autoridades la presentación de informes de seguimiento sobre el desarrollo del trabajo social no remunerado que esté bajo su supervisión.
Igualmente dichas autoridades certificarán ante el juez el cumplimiento efectivo del mismo para que obre en el expediente.
El juez también realizará las labores de coordinación necesarias con autori​dades administrativas y particulares con el fin de asegurar los derechos de las víctimas de las conductas punibles descritas en esta ley, en especial con entidades de trabajo o bienestar social que puedan prestarles la atención requerida.
El Consejo Superior de la Judicatura facilitará el acceso en línea a la Policía Nacional a la base de datos en que reposen las sanciones penales aplicadas.
Artículo 18. Contravenciones culposas. En los eventos de contravenciones culposas, salvo los casos de registro de antecedentes penales o contravencionales, cuando las consecuencias de la conducta han alcanzado exclusivamente al autor o a sus ascendientes, descendientes, cónyuge, compañero o compañera permanente, hermano, adoptante o adoptivo, o pariente hasta el segundo grado de afinidad, se podrá prescindir de la imposición de la sanción penal cuando ella no resulte necesaria en el caso concreto.
Artículo 19. Reducción de la pena por aceptación de la imputación. Salvo en los eventos en que registre antecedentes penales o contravencionales, si en la audiencia preliminar el imputado aceptare su autoría o participación en la conducta contravencional, se le reducirá la pena imponible hasta en la mitad.
Artículo 20. Prescripción de la pena. La pena impuesta para las contraven​ciones que trata la presente ley prescribirá en el término fijado para ella en la sentencia o en el que falte por ejecutar. En caso que la pena sea privativa de la libertad la prescripción será de cinco ( 5 ) años, en los demás casos será de dos ( 2 ) años.
CAPITULO III

De la responsabilidad civil derivada de la conducta punible
Artículo 21. Derecho a la verdad, la justicia, la reparación y al debido proceso. El proceso contravencional al que se refiere la presente ley, deberá promover, el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y respetar el derecho al debido proceso y las garantías judiciales de las víctimas.
Artículo 22. Actos de reparación. La reparación de las víctimas de que trata la presente ley comporta los deberes de restitución, indemnización, rehabili​tación, satisfacción y no repetición. Podrá ser reclamada por la víctima o sus sucesores.
Artículo 23. Obligados a reparar. Los daños causados con la infracción deben ser reparados por los penalmente responsables, en forma solidaria, y por los que, conforme a la ley sustancial, están obligados a responder
Artículo 24. Prescripción. La acción civil proveniente de la conducta pu​nible prescribe, en relación con los penalmente responsables, en tiempo igual al de la prescripción de la respectiva acción contravencional si la reclamación es efectuada dentro del proceso desarrollado en esta ley. En los demás casos, se aplicarán las normas pertinentes de la legislación civil.
Artículo 25. Extinción de la acción civil. La acción civil derivada de la conducta punible se extingue por cualquiera de los modos consagrados en el Código Civil. La muerte del procesado, el indulto, la amnistía impropia y, en general, las causales de extinción de la punibilidad que no impliquen disposición del contenido económico de la obligación, no extinguen la acción civil.
Artículo 26. Destinación de bienes. Los bienes incautados se entregarán por el juez a quien demuestre su propiedad, posesión o tenencia legítima. En caso de que no sean reclamados antes de producirse la sentencia, en esta se dejarán a disposición de la Policía Nacional, quien podrá en forma transitoria destinarlos a su uso o autorizar a otra entidad para ese mismo efecto hasta que sean reclamados por sus propietarios. Los gastos de conservación estarán a cargo de la entidad autorizada.
Pasados seis ( 6 ) meses, contados a partir de la incautación, sin que los bienes hayan sido reclamados, la Policía Nacional podrá disponer que los no reclamados sean vendidos en martillo público o mediante la aplicación de cualquier otro procedimiento, establecido por vía general, que garantice una adecuada concu​rrencia de oferentes, siempre y cuando previamente se haya dado cumplimiento al requisito a que se refiere el inciso siguiente. La venta se hará previo avalúo, salvo en el caso de los bienes que se negocien en mercados públicos y siempre y cuando la enajenación se haga acudiendo a los mismos.
El último día de cada mes, la Policía Nacional deberá efectuar una pu​blicación que permanecerá durante el mes siguiente en su página web y por una sola vez en un diario de amplia circulación nacional, en la que informe al público qué bienes se encuentran incautados, de tal manera que se permita su identificación.
Tratándose de bienes fungibles, la Policía Nacional podrá disponer su do​nación a instituciones sin ánimo de lucro o a la venta inmediata a través del procedimiento establecido en el inciso anterior.
Con los recursos que la Policía Nacional reciba en desarrollo de lo previsto en el presente artículo se constituirá un fondo cuyos rendimientos se destinarán a cubrir los gastos que demande la administración de los bienes y a atender los requerimientos de la institución para la lucha contra la delincuencia.
Los bienes artísticos o culturales serán entregados a las entidades públicas encargadas de su exhibición, protección y conservación.
Parágrafo. En los casos de hurto, se grabarán en videocinta o se fotografia​rán en su totalidad los objetos materiales del mismo y serán devueltos a quien demuestre su propiedad, posesión o tenencia legítima. Esas fotografías y videos sustituirán al elemento físico, serán utilizados en su lugar, durante la audiencia de juzgamiento o en cualquier otro momento del procedimiento. 
TITULO   II

DE LAS CONTRAVENCIONES CAPITULO I

Contravenciones contra la integridad personal
Artículo 27. Lesiones personales dolosas. El que infiera a otro daño en el cuerpo o en la salud que consistiere en incapacidad para trabajar o enfermedad sin secuelas que no pase de diez ( 10 ) días, incurrirá en pena de arresto efectivo e ininterrumpido de seis ( 6 ) meses a un ( 1 ) año.
En los casos en los cuales la incapacidad para trabajar o enfermedad sin secuelas sea entre once ( 11 ) y treinta ( 30 ) días, la pena será de arresto efectivo e ininterrumpido de ( 1 ) a dos (2) años.
En caso de concurrir alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 104 del Código Penal, las penas se aumentarán de una tercera parte a la mitad.
Cuando la conducta señalada en este artículo se cometa en niños y niñas menores de catorce ( 14 ) años las respectivas penas se aumentarán al doble.

Artículo 28. Lesiones personales culposas. El que por culpa infiera a otro daño en el cuerpo o en la salud que consistiere en incapacidad para trabajar o enfermedad sin secuelas que no pase de treinta ( 30 ) días, incurrirá en arresto efectivo e ininterrumpido de tres ( 3 ) a diez (10) meses.
Cuando la conducta culposa sea cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego se impondrá igualmente la pena de privación del derecho de conducir vehículos automotores y motocicletas y de privación del derecho a la tenencia y porte de arma, respectivamente, de uno ( 1 ) a tres ( 3 ) años.
Serán aplicables las circunstancias de agravación punitiva previstas en el artículo 110 del Código Penal, eventos en los cuales las penas previstas en este artículo se aumentarán de una sexta parte a la mitad.
Artículo 29. Omisión de socorro. El que omitiere sin justa causa socorrer
a una persona cuya vida o salud se encontraren en grave peligro, incurrirá en pena de trabajo social no remunerado de ocho ( 8 ) a doce ( 12 ) semanas y deberá concurrir a una capacitación sobre deberes jurídicos y sociales.
CAPITULO II
Contravenciones contra el patrimonio económico
Artículo 30. Contravenciones contra el patrimonio económico. Excepto el hurto con violencia sobre las personas; o colocando a la víctima en condiciones de indefensión o inferioridad o aprovechándose de tales condiciones; sobre medio motorizado, o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos; sobre cabeza de ganado mayor o menor; sobre efectos y armas destinadas a la seguridad y defensa nacional; sobre los bienes que conforman el patrimonio cultural de la Nación; sobre petróleo o sus derivados cuando se sustraigan de un oleoducto, gasoducto, poliducto o fuentes inmediatas de abas​tecimiento; sobre materiales nucleares o elementos radiactivos; y bienes u otros elementos destinados a comunicaciones telefónicas, telegráficas, informáticas, telemáticas y satelitales, o a la producción y conducción de energía eléctrica y gas domiciliario son constitutivas de contravenciones penales, cuando la cuantía no supere los diez ( 10 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes, las siguientes conductas:
1. Hurto ( C. P art. 239 ).
2. Hurto calificado ( C. P art. 240 ).
3. Hurto agravado ( C. P art. 241 ).
4. Hurto atenuado ( C. P art. 242 ).
5. Estafa ( C. P arts. 246 y 247 ).
6. Emisión y transferencia ilegal de cheque ( C. P art. 248 ).
7. Abuso de confianza ( C. P Art. 249 ).
8. Abuso de confianza calificado ( C. P art. 250 ).
9. Aprovechamiento de error ajeno o caso fortuito ( C. P art. 252 ).
10. Alzamiento de bienes ( C. P art. 253 ).
11. Disposición de bien propio gravado con prenda ( C. P art. 255 ).
12. Defraudación de fluidos ( C. P art. 256 ).
13. Perturbación de la posesión sobre inmueble ( C. P art. 264 )
14. Daño en bien ajeno ( C. P arts. 265 y 266 ).
Parágrafo 1 °. La pena a imponer para las contravenciones de que tratan los numerales 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 13 y 14, será de trabajo social no remunerado de dos ( 2 ) a doce ( 12 ) semanas.
Parágrafo 2°. La pena a imponer en los casos de hurto ( C. P arts. 239, 240, 241 ), estafa agravada ( C. P art. 247 ) y el abuso de confianza calificado ( C. P art. 250 ) será de arresto efectivo e ininterrumpido de un ( 1 ) año a dos ( 2 ) años. 
CAPITULO V

De las contravenciones contra la salud pública
Artículo 31. Consumo de sustancias en presencia de menores. El que en presencia de menores de edad consuma estupefacientes o sustancias que produzcan dependencia, incurrirá en pena de trabajo social no remunerado de cuatro ( 4 ) a doce ( 12 ) semanas.
Cuando el consumo de sustancias estupefacientes o alucinógenas en pre​sencia de menores de edad se realice en lugar público o abierto al público o en establecimiento comercial de esparcimiento, la policía procederá inmediata​mente a retirar del lugar de los hechos al infractor y a decomisar la sustancia objeto de la contravención. Así mismo, pondrá el hecho en conocimiento de las autoridades competentes.
La omisión o la tardanza en el cumplimiento de tal deber por parte de los miembros de la policía serán sancionadas con la destitución del empleo.
Artículo 32. Consumo de sustancias en establecimiento educativo o do​micilio. El que consuma, porte o almacene estupefacientes o sustancias que generen dependencia, en cantidad considerada como dosis personal, en esta​blecimientos educativos o en lugares aledaños a los mismos o en el domicilio de menores, incurrirá en pena de trabajo social no remunerado de cuatro ( 4 ) a doce ( 12 ) semanas y multa de uno ( 1 ) a cuatro ( 4 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
CAPITULO V

Otras conductas contravencionales
Artículo 33. Otras contravenciones. Serán contravenciones las conductas señaladas en el capítulo noveno del título III del Código Penal vigente. En la violación a la libertad religiosa, de que trata el artículo 201 del Código Penal, la pena a imponer será de trabajo social no remunerado de ocho ( 8 ) a doce ( 12 ) semanas. En las demás contravenciones previstas en dicho capítulo, la pena será de multa de dos ( 2 ) a veinte ( 20 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Si el irrespeto a cadáveres de que trata el artículo 204 del Código Penal, se comete con fines de lucro, la multa será de cuatro ( 4 ) a cincuenta ( 50 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
TI T U LO   III
PROCEDIMIENTO
CAPITULO I
Artículo 34. Querella y oficiosidad. La iniciación del proceso contravencional penal de que trata la presente ley, requerirá querella de parte, salvo cuando se trate de la captura en flagrancia, en cuyo caso el proceso será iniciado de oficio.
La investigación de oficio no impide aplicar, cuando la decisión se considere necesaria, los efectos propios de la querella, entre ellos el desistimiento y la conciliación.
Artículo 35. Competencia. De las contravenciones de que trata esta ley, co​nocerán en primera instancia los jueces de pequeñas causas del lugar donde se cometió el hecho, o en su defecto, los del municipio más cercano al mismo.
En segunda instancia conocerán los jueces del circuito con funciones en pequeñas causas.
Alos jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad les corresponderá conocer del cumplimiento de estas, de acuerdo con lo previsto en esta ley y en el artículo 38 de la Ley 906 de 2004.
Parágrafo. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura determinará el número de jueces de pequeñas causas y su ubicación.
Artículo 36. Órganos de indagación e investigación en las contravenciones. Ejerce funciones de indagación e investigación la Policía Nacional con apoyo en los laboratorios y expertos de esa institución.
El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses prestará el auxilio técnico-científico, exclusivamente, para determinar la incapacidad médico-legal en las contravenciones de lesiones personales.
Artículo 37. Extinción de la acción contravencional y preclusión del proce​dimiento. La acción contravencional se extinguirá por muerte del querellado o imputado, prescripción, caducidad de la querella, desistimiento, conciliación, oblación, indemnización integral y en los demás casos contemplados por la ley, de conformidad con lo previsto en el Código Penal y la Ley 906 de 2004.
La conciliación y la indemnización integral no extinguirán la acción con​travencional en los casos en que el contraventor registre antecedentes penales o contravencionales.
En cualquier momento, de oficio o a solicitud de parte, podrán aplicarse las causales de preclusión previstas en los numerales 1 al 6 del artículo 332 de la Ley 906 de 2004.
Artículo 38. Prescripción y caducidad. La querella caduca en treinta días. No obstante, cuando el querellante legítimo de acuerdo con el artículo 71 del Código de Procedimiento Penal, por razones de fuerza mayor o caso fortuito acreditados no hubiere tenido conocimiento de su ocurrencia, el término se contará a partir del momento en que aquellos desaparezcan, sin que en este caso sea superior a un ( 1 ) mes.
La prescripción de la acción contravencional será de cinco ( 5 ) años.
Artículo 39. Indemnización integral. Salvo en los casos en que el contraventor registre antecedentes penales o contravencionales, las contravenciones previstas en esta ley admiten la preclusión del procedimiento por indemnización integral. La extinción de la acción contravencional cobijará a todos los querellados o imputados cuando cualquiera reparare integralmente el daño ocasionado.
La reparación integral se efectuará con base en el avalúo que de los perjuicios haga un perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo o el perjudicado manifieste expresamente haber sido indemnizado.
Artículo 40. Citaciones. Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente alas partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación.
A este efecto podrán utilizarse los medios técnicos más expeditos posibles y se guardará especial cuidado de que los intervinientes sean oportuna y ve​razmente informados de la existencia de la citación.
La citación podrá hacerse por intermedio del querellante, a través de servido​res de la administración de justicia y, de ser necesario, por medio de miembros de la Policía Nacional.
La citación deberá indicar la clase de la diligencia para la cual se le requiere y si debe asistir acompañado de defensor. De ser factible se determinará la clase de contravención, fecha de la comisión, víctima de la misma y número de radicación de la actuación a la cual corresponde.
Artículo 41. Ministerio Público. Con el fin de garantizar el debido proceso
y las garantías tanto de la víctima como del contraventor, el Ministerio Público
podrá intervenir en cada una de las actuaciones que se lleven a cabo. En los
eventos de captura en flagrancia su intervención será obligatoria.
CAPITULO II
Procedimiento ordinario
Artículo 42. Presentación de la querella. La querella será presentada en el centro de servicios judiciales de los jueces de pequeñas causas.
Podrá ser instaurada por cualquier persona natural o jurídica, siempre que sea querellante legítimo de acuerdo con el artículo 71 de la Ley 906 de 2004.
Se presentará en un formato diseñado por el Consejo Superior de la Judica​tura para el efecto, en el que se consignarán los siguientes datos: el nombre, los datos de identificación y ubicación de quien acude ante el juez; el nombre, datos de identificación y ubicación de la persona contra quien se dirige la querella: los hechos por los cuales se acude al juez; la cuantía de la contravención, si hubiere lugar a ella; la relación de todas las pruebas que se pretendan solicitar o aportar al proceso; y su pretensión indemnizatoria.
En caso de imposibilidad por parte del querellante para diligenciar el formato, el personal del centro de servicios judiciales de los jueces de pequeñas causas prestará su colaboración para el diligenciamiento del mismo.
La querella se podrá presentar en causa propia sin necesidad de la inter​vención de abogado.
Cuando el sujeto activo de la conducta contravencional no sea conocido, la querella será remitida por orden del juez a la Policía Nacional, que conservará las diligencias con el fin de individualizar a los autores o partícipes de la con​travención. Una vez se logre tal individualización o identificación, las devolverá al juez para que este inicie el trámite correspondiente.
Transcurridos seis (6) meses sin que se logre la individualización o iden​tificación de los autores o partícipes, la actuación se remitirá al juez con un informe motivado sobre las diligencias adelantadas, con base en el cual decidirá el archivo provisional. Esta decisión será motivada y comunicada al querellante y al ministerio público. Este término será controlado por el centro de servicios judiciales de los jueces de pequeñas causas.
Si surgieren nuevos elementos probatorios la indagación se reanudará mien​tras no se haya extinguido la acción contravencional.
El retiro de la querella significa desistimiento.
Artículo 43. Fecha de la audiencia. Al momento de la recepción de la que​rella, el funcionario del centro de servicios judiciales entregará al querellante el desprendible del formato, en el cual constará el lugar, la fecha y la hora fijadas para la realización de la audiencia preliminar.
Una vez presentada la querella, se citará por el medio más eficaz al quere​llado. En la citación se le informará de: el lugar, fecha y hora fijadas para la realización de la audiencia; de la necesidad de acudir junto con su defensor; de la posibilidad de solicitar en esta audiencia todas las pruebas que quiera hacer valer y de anunciar las que van a ser aportadas durante la audiencia de juzgamiento y, la posibilidad de citar al tercero civilmente responsable, si es del caso.
Así mismo, se le informará al querellado que podrá obtener una copia del formato de la querella y los documentos presentados por el querellante, en el centro de servicios judiciales, a efectos de preparar su defensa.
La fecha de la audiencia se fijará inmediatamente o a más tardar dentro de los treinta ( 30 ) días siguientes a partir de aquel en que se radique la querella.
Artículo 44. Audiencia preliminar. Una vez instalada por el juez la audiencia preliminar, serán identificadas las partes; estas podrán expresar oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones y nulidades, las cuales se tramitarán de conformidad con la Ley 906 de 2004. Resuelto lo anterior se precisarán los hechos y las pretensiones por parte del querellante; el querellado hará las manifestaciones que considere pertinentes y podrá aceptar la imputación; en caso de no aceptación, querellante y querellado podrán pedir o presentar las pruebas que pretendan hacer valer en la audiencia de juzgamiento y, el juez decretará las pruebas de acuerdo con las reglas de pertinencia y admisibilidad previstas en la Ley 906 de 2004, esta decisión será notificada en estrados. Contra la decisión que niega la práctica de pruebas procederán los recursos de reposición y apelación.
El juez ordenará al centro de servicios judiciales las citaciones de los tes​tigos a que hubiere lugar, para que hagan presencia durante la audiencia de juzgamiento.
En cualquier momento de la audiencia, el juez ofrecerá la posibilidad de una conciliación entre querellante y querellado, de conformidad con lo previsto en la presente ley.
Al finalizar la audiencia preliminar, el juez instará al querellante o a su abo​gado para que precise la calificación de los cargos y fijará fecha y hora para la realización de la audiencia pública de juzgamiento que se celebrará dentro de los diez (10) días siguientes.
Artículo 45. Declaratoria de persona ausente. Si no es posible ubicar al querellado, previo informe presentado por la Policía Nacional, o una vez citado el querellado no asiste injustificadamente a la audiencia, y una vez verificada la efectividad de la citación, se fijará edicto por tres (3) días hábiles en un lugar visible de la secretaría del despacho judicial y en la página web de la Policía, el cual en todo caso seguirá publicado hasta la prescripción de la pena; si no comparece se le declarará persona ausente y se le nombrará defensor de oficio en los términos establecidos en esta ley, con lo cual quedará vinculado al pro​ceso. Con el único fin de asegurar la comparecencia del presunto contraventor a la audiencia se librará orden de captura en su contra.
Cumplido lo anterior, el juez lo declarará persona ausente y se le nombrará defensor de oficio que lo asistirá y representará en todas las actuaciones. Esta declaratoria es válida para toda la actuación.
El juez verificará que se hayan agotado los mecanismos de búsqueda y cita​ciones suficientes y razonables para obtener la comparecencia del querellado.
Artículo 46. Audiencia de juzgamiento. Una vez instalada la audiencia y verificada la asistencia de las partes e intervinientes, serán practicadas las pruebas decretadas, primero las del querellante y luego las del querellado. En lo pertinente, la práctica de pruebas se rige por las reglas previstas en la Ley 906 de 2004.
Finalizada la práctica de pruebas, el juez dará el uso de la palabra al que​rellante o a su apoderado, quien expondrá los argumentos relativos al análisis de la prueba, tipificando la conducta por la cual solicita condena; al Ministerio Público, si lo hubiere; al querellado y a la defensa, para que en forma oral expongan los alegatos respectivos.
Una vez presentados los alegatos, el juez declarará que el debate ha termi​nado y, de ser necesario, podrá decretar un receso hasta por dos (2) horas para proferir el fallo debidamente motivado. 

Si el fallo fuere condenatorio, el juez se pronunciará sobre las pretensiones económicas que hubieren formulado la víctima o su representante.
La sentencia se notificará en estrados.
Artículo 47. Suspensión de la audiencia. La audiencia de juzgamiento no podrá suspenderse, salvo en los eventos previstos en el artículo 454 de la Ley 906 de 2004.
Artículo 48. Apelación. La apelación de los autos y la sentencia será inter​puesto y concedido en la misma audiencia en la cual fueron proferidas tales decisiones.
Las apelaciones serán conocidas en el efecto suspensivo por el juez del circuito con funciones en pequeñas causas y sustentadas oralmente. Por medio del centro de servicios judiciales se harán las citaciones respectivas. En caso de inasistencia del apelante se declarará desierto el recurso.
Una vez terminada la audiencia, el juez que conozca de la apelación podrá decretar un receso de hasta dos ( 2 ) horas para emitir su decisión debidamente motivada, la cual se notificará en estrados y no admite recursos.
CAPITULO III
Procedimiento en caso de flagrancia
Artículo 49. Captura en flagrancia. Cuando se lleve a cabo la captura en fla​grancia, la policía inmediatamente procederá a la plena identificación y registro del aprehendido. En los eventos en que el capturado no presente documento de identidad, la policía tomará el registro decadactilar y lo remitirá inmediatamente a la Registraduría Nacional del Estado Civil a efectos de que expida en forma inmediata copia de la fotocédula. En caso de no aparecer registrada la persona en sus archivos, la Registraduría Nacional del Estado Civil lo registrará con el nombre que se identificó inicialmente y procederá a asignarle un cupo numé​rico. Lo anterior tiene como propósito constatar capturas anteriores, procesos en curso y antecedentes.
El capturado será puesto a disposición del juez de pequeñas causas inme​diatamente o a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la aprehensión.
Artículo 50. Audiencia preliminar. Una vez se ponga a disposición al cap​turado, inmediatamente se llevará a cabo una audiencia preliminar a la cual deberá asistir la persona o funcionario que haya efectuado la aprehensión para que relate los hechos relacionados con la captura, al igual que la víctima, si esta se presentare.
El juez examinará si concurren los requisitos de la flagrancia; en caso de que se reúnan, declarará la legalidad de la captura. Con posterioridad, las par​tes podrán expresar oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones y nulidades, las cuales se tramitarán de conformidad con la Ley 906 de 2004. Resuelto lo anterior, dará la palabra a la víctima si se encontrare presente para que formule la querella respectiva, en caso de encontrarse ausente el juez le nombrará un abogado de oficio quien hará la imputación, de la cual correrá traslado al capturado a efectos de brindarle la posibilidad de aceptarla: en caso de no aceptación, el imputado directamente o por intermedio de su defensor solicitará las pruebas que considere pertinentes.
El juez decretará la práctica de las pruebas atendiendo las reglas de perti​nencia y admisibilidad previstas en la Ley 906 de 2004, las cuales deben ser practicadas en la audiencia de juzgamiento.
Terminada la audiencia preliminar, el juez fij ara día y hora para la realización de la audiencia de juzgamiento que deberá realizarse dentro de los diez (10) días siguientes. La notificación de la celebración de la audiencia de juzgamiento será en estrado.
Parágrafo Io. En caso de no concurrir los requisitos de la flagrancia la per​sona será dejada en libertad., Si existe querella se adelantará el procedimiento ordinario previsto en esta ley. En caso de no existir querella la actuación quedará en el centro de servicios judiciales a la espera de que se presente la misma o se produzca la caducidad.
Parágrafo 2°. Las decisiones relativas a la flagrancia y a la práctica de prue​bas, son susceptibles de los recursos de reposición y apelación, en los términos previstos por esta ley. 

Artículo 51. Audiencia de juzgamiento. Una vez instalada la audiencia y verificada la asistencia de las partes e interviníentes, serán practicadas las prue​bas decretadas. En lo pertinente, la práctica de pruebas se rige por las reglas previstas en la Ley 906 de 2004.
Finalizada la práctica de pruebas, el juez dará el uso de la palabra al Minis​terio Público, si lo hubiere; al imputado y a la defensa, para que en forma oral expongan los alegatos respectivos.
Una vez presentados los alegatos, el juez declarará que el debate ha termi​nado y, de ser necesario, podrá decretar un receso hasta por dos (2) horas para proferir el fallo debidamente motivado.
Si el fallo fuere condenatorio, el juez se pronunciará sobre la reparación a las víctimas.
La sentencia se notificará en estrados.
CAPITULO IV
Del arresto preventivo
Artículo 52. Arresto preventivo. Procederá cuando el contraventor haya sido legalmente capturado y se le haya formulado imputación por conducta cons​titutiva de delito o contravención, dentro del lapso del año anterior, contado a partir de la nueva captura o imputación, siempre que no se haya producido la preclusión o absolución en el caso precedente. Así mismo, procede cuando registre condena anterior por delito o contravención prevista en esta ley. En ambos casos, el arresto preventivo será decretado en la audiencia preliminar.
El arresto preventivo se cumplirá en los centros de reclusión previstos en el Código Penitenciario y Carcelario.
Artículo 53. Causales de libertad. El juez de pequeñas causas decretará la libertad en los siguientes casos:
1. En los casos de captura en flagrancia cuando la conducta no comporte arresto preventivo.
2. Cuando la captura fuere ilegal.
3. Cuando hayan transcurrido veinte (20) días desde la captura sin que se haya iniciado la audiencia de juzgamiento.
En estos casos el juez impondrá al querellado o imputado el compromiso de comparecer cuando fuere requerido.
CAPITULO V
De la conciliación
Artículo 54. Conciliación extrajudicial. En cualquier momento, la víctima directa, sus herederos, sucesores y causahabientes, junto con el imputado o que​rellado, su defensor, el tercero civilmente responsable o el asegurador, podrán acudir a un centro de conciliación o ante un conciliador reconocido como tal, a efectos de conciliar los daños causados con la contravención.
Cuando hubiere acuerdo como resultado de la conciliación, el concilia​dor enviará copia del acta al juez de pequeñas causas, este lo aprobará si lo encuentra conforme a la ley y declarará extinguida la acción contravencional, salvo en los casos en que la persona registre antecedentes penales por delito o contravención.
Artículo 55. Conciliación judicial. En cualquier momento durante el desa​rrollo del proceso y hasta antes que se profiera sentencia, el juez podrá instar a las partes para que concilien y podrá proponer las fórmulas de arreglo que estime justas. Igualmente, el querellante y querellado, de común acuerdo, podrán solicitar al juez que realice una conciliación.
Si el querellante o querellado llegan a un acuerdo, el juez lo aprobará si lo encuentra conforme a la ley y declarará extinguida la acción contravencional, salvo en los casos en que la persona registre antecedentes penales por delito o contravención.
Si el acuerdo fuere parcial en el caso de concurso de contravenciones, el proceso continuará respecto de lo no conciliado y será resuelto en sentencia.
En las audiencias de conciliación podrán intervenir el tercero civilmente responsable y el asegurador de la responsabilidad civil amparada en virtud del contrato de seguro válidamente celebrado.
En lo pertinente, la conciliación se regulará por lo previsto en la Ley 640 de 2001.

CAPITULO VI
Disposiciones finales
Artículo 56. Consultorios jurídicos. Facúltese a los estudiantes adscritos a consultorios jurídicos para ejercer la función de representantes de los quere​llantes y defensores de los querellados, en procesos contravencionales que se adelantan ante los jueces de pequeñas causas.
Los egresados de las facultades de derecho podrán llevar a cabo judicatura en los juzgados de pequeñas causas, durante nueve ( 9 ) meses calendario en jornadas de ocho ( 8 ) horas sin remuneración.
Artículo 57. Localización y horarios. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará la localización y horarios de los jueces de pequeñas causas que conozcan de las contravenciones que establece esta ley Los jueces de pequeñas causas se ubicarán preferiblemente en las estaciones de Policía.
La fijación de los días y del horario de atención al público de estos jueces podrá establecerse en jornadas nocturnas, de fines de semana o feriados, para la mejor prestación del servicio de administración de justicia, de forma que los términos establecidos en la presente ley se puedan cumplir efectivamente. Las vacaciones de los funcionarios de estos despachos serán individuales y por turnos.
La fijación de los días y del horario de atención al público de estos jueces podrá establecerse en jornadas nocturnas, de fines de semana o feriados, para la mejor prestación del servicio de administración de justicia, de forma que los términos establecidos en la presente ley se puedan cumplir efectivamente. Las vacaciones de los funcionarios de estos despachos serán individuales y por turnos.
Artículo 58. Artículo transitorio. Los jueces de pequeñas causas se implementarán de manera gradual, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal consistente con el marco fiscal de mediano plazo, se nombrarán de forma pau​latina, acorde con las zonas geográficas y de conformidad con las necesidades de la administración de justicia determinadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
Parágrafo. Conocerán de las contravenciones previstas en la presente ley los jueces penales municipales o promiscuos municipales que señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mientras entran en funcionamiento los jueces de pequeñas causas. De la misma manera, mientras se establecen los jueces de circuito con funciones en pequeñas causas, serán competentes los jueces penales del circuito que señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
Artículo 59. Derogatoria. Deróganse todas las disposiciones que sean con​trarias a la presente ley.
Artículo 60. Vigencia. La presente ley comenzará a regir seis ( 6 ) meses después de su promulgación. De los procesos que estén en curso seguirán conociendo los funcionarios judiciales donde se estén tramitando y bajo los procedimientos que a estos corresponde.
La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.
El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramon Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera
.
REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C, a 31 de julio de 2007.
ALVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi
DE LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO, DE LAS PRETENSIONES,

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTOS DE SU VIOLACION

4.1.- Ya la jurisprudencia se ha pronunciado reiteradamente sobre el deber de indemnizar por privación injusta de la libertad, el Dr. Carlos Betancourt Jaramillo (Ex-magistrado) en Sentencia de diciembre 12 de 1999, en el caso José Reinaldo Narváez Toro Vs. el Ministerio de Justicia en los considerandos de la citada providencia en el numeral 4 dijo:

“...Demostrado entonces que el demandante fue privado de la libertad durante más de veinte (20) meses y luego puesto en libertad por una providencia judicial en lo que constató que él no había cometido el hecho que se le imputaba, resulta claro que la entidad demandada debe responder por los perjuicios causados con la detención, de conformidad con lo dispuesto en la segunda parte del Artículo 414 del C.P.C....”.
De la misma providencia en el numeral 5 del magistrado citado concluye:

“...De acuerdo con dicha norma, en los casos en que una persona sea privada de su libertad por ser sindicada de la comisión de un delito y sea posteriormente exonerada por providencia definitiva en la cual se establezca que no cometió el hecho que se le imputó, nace la responsabilidad para el Estado sin que pueda el juzgador exigir ningún requisito para configurarla...”
Es decir, que jurisprudencialmente, si una autoridad hace que el Juez prive de libertad a un ciudadano o personal esté hecho como tal genera un daño antijurídico, en la medida en que una vez hecha las investigaciones de rigor, el Juez encuentre que tal denuncia no es ajustada a derecho; ahora bien en nuestro caso propiamente, no se trata de daño de una providencia la que es motivo de análisis, sino que la providencia misma la que demuestra que las autoridades acusatorias mintieron o al menos la denuncia, no fue lo suficientemente verás como para mantener las medidas que inicialmente se tomaron al contrario, la providencia desnudó la extralimitación de funciones e implícitamente evidenció el quebramiento constitucional que tenían los sindicados de sus derechos fundamentales tales como que “las autoridades de Colombia están instituidas para proteger la vida, bienes y honra de las personas”.

4.2.- En este caso operan las dos (2) teorías sobre la responsabilidad Estatal; la una puede ser la teoría genérica de la falla, evidenciada en la extralimitación del  funcionario al ordenar la captura del actor, y la otra la  teoría del daño antijurídico, pues el actor en nuestro caso no estaba en el deber jurídico de soportar la carga a la cual le sometieron; pues si alguno de los hechos hacia presumir la responsabilidad, se debió investigar más.

También se aplica la teoría de la omisión administrativa en el deber legal de informar a las autoridades respectivas 

4.3.- De los hechos narrados, se puede establecer claramente que las autoridades han procedido sobre el actor tres (3) veces consecutivas con el fin de arrestarlo “por unas supuestas ordenes de captura” vigentes en contra de él.

Sin embargo, desde la primera vez, el actor alertó a las autoridades de la ilegalidad de  su actuar; y ellos han venido omitiendo el deber legal de molestar a la persona, quien desde el inicio les demostró que no podía tener orden de captura alguna.

En el acopio documental aportado, es claro que las autoridades dicen haber corregido el mal entendido; pero el Estado a través de sus Agentes, sigue persistiendo en molestar al actor, en su persona, libertad, movilidad y honra.

En la última respuesta de la Fiscalía, ellos responden el día 10 de noviembre de 2004 en oficio No. 40000-6-11054:

“… en consecuencia, la autoridad que impartió dicha orden, no procedió a la respectiva cancelación, razón por la cual, figura activa teniendo en cuenta que los únicos autorizados para cancelarlas son los Despachos Judiciales que las imparten …”.

Sin embargo, contrario a ese decir, está toda la prueba documental, donde desde la primera detención realizada al actor, éste solicitó a todas las autoridades que le borraran la orden de captura, y aún la misma Fiscalía le respondió que lo había hecho; tal como se evidencia en el oficio No. 40000-6-4202 del 14 de noviembre del 2003, donde el Director Seccional del C.T.I., le dice textualmente:

“… A l respecto y con ocasión de su petición, se elevó consulta al Centro de Información Sobre Actividades Delictivas (CISAD) de la Fiscalía General de la Nación, dependencia que nos recordó el instructivo correspondiente según oficio FGN-CISAD-5642 del 7 de noviembre del año inmediatamente anterior, remitiendo su solicitud al Director Seccional de Fiscalías y fotocopia de la misma al CISAD y al Grupo de Verificación y Apoyo Operativo (Capturas) de esta Seccional, para que hagan las verificaciones y confrontaciones del caso con las diferentes autoridades judiciales y procedan a la actualización de los estados procesales y cancelación de respectivas órdenes de captura …”.

4.4.- Ahora bien, la FISCALÍA-C.T.I. Y/O DAS, conocen desde el año 2003; la situación del actor, quien gracias a los fallos que lo absolvieron, no tenía ninguna orden vigente; por ende, si hoy el argumento de la FISCALÍA-C.T.I. Y/O DAS, es que las órdenes no han sido levantadas por las autoridades respectivas; hay una mentira por parte del DAS - C.T.I, pues el actor demuestra hasta la saciedad que desde su primera detención arbitraria, él exige a las autoridades que le solucionen su situación; por ello envía a todas las autoridades competentes las certificaciones respectivas, y éstas  a su vez confirman que cancelarán esas órdenes de detención.

4.5.- En lo narrado, nos encontramos con un daño antijurídico; pues el actor no estaba en el deber de soportar la carga impuesta.

Si desde el principio, se estableció que el actor no tenía vigentes órdenes de captura, porqué se siguió coartando su derecho de libertad?

La justificación del C.T.I.,  no legitima la ilegalidad del procedimiento realizado por los Agentes del C.T.I.; de igual manera cuando en el oficio No. 40000-8-11156 del 18 de noviembre de 2004, se le dice al actor:

“… Es necesario precisarle que en ningún momento el peticionario fue retenido, capturado o trasladado a las instalaciones del C.T.I. …)”.

Esta respuesta es aberrante, pues al actor se le retiene en público, y sus amigos y él mismo se oponen al arresto; ya que los Agentes para arrestarlo muestran y dicen que hay órdenes de captura en contra de él.

Ese simple hecho de coartar la libertad del ciudadano, su libertad de movimiento y molestar su persona, constituye un hecho administrativo, en tanto que las supuestas órdenes de captura, no tenían validez  o efectos, lo cual lo reconocieron los Agentes, con el agravante que ya era la tercera vez.

La detención de la persona puede durar minutos; y si esta detención es ilegal, se genera de izo facto el hecho administrativo, que si produce un perjuicio debe  ser reparado.

El Diccionario “Black`s Law Dictionary”, en su sexta edición, página 600 dice sobre el falso arresto:

“… A species of false imprisonment, consisting of the detention of a person without hi or her concent and without lawful autority. Reams v City of Tucson, App., Ariz. 340. 701 P.2d 598, 601. Duch arrest consists in unlawful restraint of an individual´s personal liberty or freedom of locomotion. Johnson v. Jackson, 43 Ill.App2d 251, 193 N.E.2d 485, 489. An arrest without proper legal authority is a false arrest and because an arrest restrains the liberty of a person it is also false imprisonment. The gist of the tort is protection of the personal interest in freedom from restraint of movement. Neither ill will nor malice are elements of the tort, but if these elements are shown, punitive damages may be awarded in addiction to compensatory or nominal damages. See also imprisonment  (false imprisonment); Malicious prosecution …(1) ”.
El Diccionario “A Dictionary Of Law”, editado por la Universidad de Oxford, página 159 y 160, dice sobre lo que se entiende sobre un falso arresto:

“… False Imprisonment: Unlawful restriction of a person´s freedom of movement, not necessarily in a prison. Any complete deprivation of freedom of movement is sufficient, so false imprisonment includes unlawful arrest and unlawfully preveting a person leaving a room or a shop. The restrction must be total: it is not imprisonment to prevent a person proceeding in one direction if he is free to leave in others. False imprisonment is a form of *trespass to the person, so it is not necessary to prove that it has caused actual damage. It is both a crime and a tort. Damages, which may be *aggravated or *exemplary, can be obtained in tort and the writ of *habeas corpus is available to restore the imprisoned person to liberty... (2)”.
Ya a nivel de doctrina, Michael A. Jones, en su libro Torts, página 473, dice sobre la falsa detención o arresto, lo siguiente:

“… FALSE IMPRISONMENT
False imprisonment is 'the unlawful imposition of constraint on another's freedom of movement from a particular place' (Collins v Wilcock [1984] 3 All  ER 374, 377). Imprisonment in the sense of incarceration is not necessary, neither is any use of force. Submitting to the control of a policeman at the defendant's instigation is sufficient (Warnerv Riddiford (1858) 4 CB NS 180).  

So a person may be imprisoned in an open field if his movement is restrained, e.g., by the defendant pointing a gun and saying 'Do not move'. Similarly,         the Ministry of Defence's power to compel service in the armed forces could amount to total restraint and so could constitute false imprisonment if   unlawfully exercised (Prichard v Minislry of Defence, The Times, 27 January 1995). An unlawful arrest constitutes false imprisonment, as do es preventing  someone from leaving. Where a person, such as a store detective, requests a police officer to take the claimant into custody, that person can be liable for   false imprisonment if the arrest turns out to be unlawful. The test will be  'whether what [the store detective] did went beyond laying information       before police officers for them to take such action as they saw fit and     amounted to some direction, or procuring, or direct request, or direct encouragement that they should act by way of arresting ...' (Davidson v Chief Constable of the North Wales Police [1994] 2 All ER 597, 604 per Sir Thomas Bingham MR; for comment see Woollard (1995) 3 Tort L Rev 93). Consent        is a defence, and so a person who voluntarily accompanies a police officer to   the police station is not falsely imprisoned, though it is different if the officer makes it clear that he has no choice (Alderson v Booth [1969] 2 QB 216)... (3)”
__________________________

(1) “…Una especie de falsa detención, consiste en la detención de una persona sin su consentimiento y sin autorización legal… El arresto consiste en una ilegal restricción de la libertad individual o la libertad de locomoción… un arresto sin autoridad legal es una falsa detención y porque el arresto restringe la libertad de la persona, ello es una detención falsa.

Lo esencial de la falsa detención, es la protección de la libertad de movimiento de la persona. Ni el daño, ni la malicia son elementos de la falsa detención, pero sí esos elementos son mostrados, el perjuicio puede ser solicitado a manera compensatoria o como daño nominal. Ver también…acusación maliciosa…”
De las traducciones que aparecen a pie de página se demuestra que la evolución jurisprudencial y doctrinaria del tema, permiten apreciar cada caso por ínfimo que parezca, como una clara violación de derechos fundamentales, todo en aras de defender la libertad del ciudadano ante el atropello del estado.

De las definiciones citadas, nos encontramos que basta que la persona sea detenida aunque sea un instante, para que se pueda hablar del hecho administrativo; obviamente si se demuestra la ilegalidad de tal detención.

Es por demás absurda la argumentación del C.T.I.,  cuando dice que el actor no se detuvo, ni arrestó; pues tal como ellos mismos lo reconocen, procede a detenerlo y coartarle su libertad, por el supuesto que existían unas órdenes de captura en contra de él.

Debió existir la coerción y el impedimento de su libre movilización, en tanto que los Agentes del DAS o C.T.I., se ampararon para hacerlo en supuestas órdenes de captura en contra del actor.

La captura, retención, se hizo en lugar público, convirtiéndose en un hecho notorio el evento; por ende el buen nombre de CLAUDIO BORRERO QUIJANO y su honra son mancillados por las autoridades, quienes supuestamente actuaban legalmente.

Como el hecho de las autoridades es repetitivo, ya tres (3) veces, hay clara omisión de las autoridades desde el principio de remediar una situación que ellos conocían desde el año 2003; y que ahora con la respectiva excusa quieren justificar  su proceder.

La mera detención - como no fue una carga lícita a soportar - vulnera derechos fundamentales, tales como el derecho a circular libremente por el Territorio Nacional; el derecho y la honra, a su buen nombre, la propia libertad.

_________________________

(2) “… La falsa detención: Es la restricción ilegal  de la libertad de locomoción de una persona, no necesariamente debe ser en prisión. El solo hecho de privarlo de la libertad de movimiento es suficiente. Por ende la falsa detención incluye el arresto ilegal y el ilegal de movimiento es suficiente. Por ende la falsa detención incluye el arresto ilegal y el ilegal impedimento a una persona para que abandone el sitio donde esta… La restricción debe ser total: no es falsa detención si a la persona se le indica que tome otra dirección y no la dirección prohibida por la autoridad.

La falsa detención es una forma de reparación directa a la persona, por ende no es necesario probar que la detención ilegal le ha causado un daño actual. La acción puede ser tanto penal como por vía de reparación directa…”

4.6.- No se necesita hacer esfuerzos jurídicos para llegar a la conclusión de la existencia del hecho administrativo, del perjuicio moral y material que sufre el actor; y la existencia tanto del daño antijurídico como la omisión administrativa; amen la vulneración de derechos fundamentales.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - La imputabilidad del daño  /  EL DAÑO ANTIJURÍDICO  - Evolución

Nunca, hasta 1991, nuestro ordenamiento jurídico había consagrado un precepto constitucional constitutivo de la cláusula general de responsabilidad de naturaleza contractual como la extra contrato; Tal cosa ocurrió con el artículo 90 de la Constitución Política vigente, de cuyo inciso primero, se deduce, como ya lo ha dicho la Sala en otras oportunidades, que son dos los elementos indispensables para la declaración de la responsabilidad patrimonial del Estado y demás personas jurídicas de derecho público, a saber:  el daño antijurídico y la imputabilidad del mismo al Estado.  Esta disposición constituye, sin duda el punto más avanzado de la evolución en la aplicación práctica de uno de los principios de mayor importancia en un Estado Social de Derecho: el atinente a la responsabilidad del Estado.  La " evolución de la garantía patrimonial de los particulares frente a los daños extracontractuales causados por el poder público" dice Jesús Leguína Villa, ha recorrido varias fases "... que a grandes trazos van desde una primera etapa de absoluta irresponsabilidad administrativa, pasando por una segunda fase de imputación exclusiva de daños a los agentes públicos culpables, para admitirse en  un tercer momento un principio general de responsabilidad de la Administración, limitado, sin embargo, a los daños causados por acciones ilegales y culpables de sus autoridades y funcionarios.  La cuarta y última etapa se caracterizaría por la extensión del mencionado principio general de resarcimiento, tanto a los llamados daños anónimos, como a los provocados por actuaciones administrativas lícitas o no culpables."  La pérdida de importancia -  con miras a la deducción de la responsabilidad del Estado  -  de la calificación de la actuación dañosa como lícita o culpable, toma fundamento en el hecho de que "si los beneficios de las funciones administrativas alcanzan a todos, también los perjuicios deben repartirse entre todos."  

__________________________

(3) “… La detención ilegal es la imposición ilegal de constreñir a otros la libertad de movimiento en un lugar particular. La detención ilegal en el sentido de encarcelación no es necesaria, ni aún el uso de la fuerza. El sometimiento e instigación del agente policivo es suficiente para darse la detención ilegal. Por ello una persona puede ser detenida ilegalmente en un lugar abierto si su movimiento es restringido. Por ejemplo, cuando la autoridad apunta con un arma diciendo “no se mueva”,  el poder del ministro de la defensa para forzar o presionar el servicio en las fuerzas armadas podría generar total restricción y por ende constituir una detención ilegal si ilegalmente se ejercitó. Un arresto ilegal constituye un falso arresto, haciendo que alguien no pueda irse del lugar, donde una
Hay duda de que el fundamento de la responsabilidad del Estado se desplazó de la ilicitud de la conducta causante del daño (falla del servicio  o culpa del Estado)  al daño mismo, siempre y cuando este fuese antijurídico.  Esa solo circunstancia cambia, de modo fundamental, la naturaleza y la finalidad de la institución que, de simplemente sancionatoria pasa a ser típicamente preparatoria, tomando en cuenta para su operatividad no tanto al agente del daño (merecedor de la sanción), sino a su víctima (merecedora de la reparación).  Una visión de esa naturaleza ha permitido que la responsabilidad del Estado se comprometa frente a los daños que origina tanto su acción in jurídica (como ha sido la tesis tradicional) como su conducta lícita que es donde se nota, con mayor énfasis, el carácter netamente reparatorio que ha ido adquiriendo la teoría.  Es en este contexto que toma importancia el concepto de daño antijurídico contenido en el mandamiento constitucional del artículo 90, pues sobre él  -  en  tanto afecta a la víctima  -  se edifica la responsabilidad del Estado, a condición de que le sea imputable. 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRATUAL DEL ESTADO - Antijuricidad del daño / ANTIJURICIDAD DEL DAÑO - Causación antijurídica / PERJUICIO ANTIJURIDICO - Causas de Justificación /  IMPUTABILIDAD FACTICA  /  IMPUTABILIDAD JURIDICA

Se desliga, de esta manera, la antijuricidad del daño de su causación antijurídica; esta última será, en adelante "...un simple criterio de imputación de daños que, junto a otros criterios (tales como la ilegalidad del acto, el riesgo creado en peligro de terceros o, según algunos autores el enriquecimiento indebido), permite trasladar los efectos negativos del hecho dañoso desde el patrimonio de la víctima hacia el patrimonio de la administración y, eventualmente, dirimir también el reparto de responsabilidades entre aquélla y el agente físico cuya conducta haya causado el daño.  El empleo de uno u otro criterio de  imputación dependerá en cada caso de la clase o tipo de evento lesivo que, en concreto, se haya producido pudiendo abarcar, a título de ejemplo, desde la denegación ilegal de una licencia hasta la renovación legal de otra, desde el mal estado de una vía pública, desde una información televisiva legal e inculpable hasta la cancelación ilegal y culpable de una empresa periodística, desde una avería en una instalación técnica hasta el empleo de la coacción directa por las fuerzas de la policía, etc."   El  daño  antijurídico,  que  el  derecho  español  prefiere  denominar  "lesión", " será,  entonces  un  concepto  más  estricto  que daño,  que perjuicio, será un perjuicio 

_________________________

persona tal como un detective, solicita a un oficial de la policía tome en custodia al detenido, ese agente puede ser responsable por la detención ilegal, si el arresto es ilegal, el test sería,  si lo que el (detective) hizo yendo más allá de la información ante el oficial de la policía, para que ellos tomaron tal acción cuando ellos fijaron o agredieron alguna dirección o procurando un indirecto requerimiento o arresto. El consentimiento es una defensa, y por ende si una persona quiere voluntariamente acompañar a un oficial de la policía a la estación de policía, no se considera ello una detención ilegal, aunque es indiferente si el oficial manifiesta que la persona que no tiene  escogencia y debe ir obligado.

antijurídico al margen de cualquier idea subjetiva - y no, por consiguiente cuando no concurran causas de justificación expresas que legitimen el perjuicio, de modo que la lesión se dará exclusivamente cuando se produzca un daño que el sujeto determinado no tenga obligación de soportar.  Dicho en palabras de García de Enterría" El concepto técnico de daño o lesión, a efecto de la responsabilidad civil, requiere, pues, un perjuicio patrimonialmente evaluable, ausencia de causas de justificación (civiles), no en su comisión, sino en su producción respecto al titular del patrimonio contemplado, y, finalmente, posibilidad de imputación del mismo a tercera persona.  Según se ha visto, condición necesaria para que desencadene la reparación es que el daño sea antijurídico, calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño de "causales de justificación."  Este punto lo explica así el profesor García de Enterría "la calificación de un perjuicio en justo o injusto depende de la existencia o no de causas de justificación (civil) en la acción personal del sujeto a quien se impute el perjuicio.  La causa de justificación ha de ser expresa y concreta y consistirá siempre en un título que legitime el perjuicio contemplado: por  ejemplo la exacción de un impuesto, el cumplimiento de un contrato, una ejecución administrativa o procesal.  Fuera  de esta hipótesis, todo perjuicio o detrimento patrimonial imputable a un sujeto será una lesión, un perjuicio injusto." 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Imputabilidad del daño / CULPA PERSONAL DEL AGENTE SIN NEXO CON EL SERVICIO - Existencia / IMPUTABILIDAD FACTICA / IMPUTABILIDAD JURIDICA

Imputar  -  para nuestro caso  -  es atribuir el daño padeció la víctima al Estado, circunstancia que se constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último.  De allí que elemento indispensable -  aunque no siempre suficiente -  para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero.  Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la C.P., en cuanto exige  -  en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado - , que los daños antijurídicos sean  "causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas ", está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica,  Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos:  "para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la relación de causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputado juris, es decir, una razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la víctima se desplace al patrimonio del ofensor",  "Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es ... que el ente tenga la titularidad del servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios."  En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas en desarrollo del servicio público o en nexo con él, excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin conexión con el servicio, causa un daño.

___________________________________

Tomado de: Jurisprudencias del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo – 99/10/21, Sección Tercera, Exp. 10948-11643, Ponente: Dr. ALIER E. HERNANDEZ ENRIQUEZ, Actor: LUIS POLIDORO COMBITA Y OTROS.
Falso Arresto y Sentencia Maliciosa

Todo Falso Arresto exige la privación de libertad del demandante, cuando este, a través de sus propios actos, se convierte en acusado por ser responsable del enjuiciamiento de una o más personas (ej. Cuando es esta persona quien directamente la (s) priva de su libertad)

¿Pero qué pasa sí esta persona (el demandado) actúa a través de un intermediario?  Si A le pide a B que arreste a C y B lo hace, ¿podría A ser detenido para luego ser encarcelado?

Trataremos este asunto en el siguiente documento

COMENTARIOS

Como en todos los casos de agravio basados en la infracción de la ley vi et armis, los actos del acusado serán directamente la causa de las consecuencias que aumenten el agravio. Así, un falso arresto y sentencia será el resultado directo de la forma de proceder del acusado.

En Davidson, el problema del demandante fue la intervención de terceros, los oficiales de policía interponiéndose entre el procedimiento del acusado y el arresto del demandante. Cualquiera puede ser responsable de falso encarcelamiento incluso si el arresto ha sido llevado a cabo por terceros, pero únicamente si los terceros han actuado como intermediarios o sin criterio propio.

En Davidson, fueron oficiales de la policía quienes intervinieron, con total autoridad, y realizaron el arresto en dichas circunstancias, sujetas a motivo de sospecha en ciertos aspectos. Si un arresto es realizado por insinuación de otros se puede argumentar que los oficiales de policía no actuaron verdaderamente bajo fundamentos razonables. Es entonces cuando, generalmente, un oficial de policía responde al ser cuestionado, que el arresto se realizó haciendo uso de su propio criterio.

En todo caso, la persona que dice que quien realizó el arresto actuó bajo criterio propio, no es responsable de sentencia falsa por que esta persona no fue causa directa para la realización del arresto. En la mayoría de los casos el triunfo contra una parte conlleva al triunfo contra ambas, pues si los guardianes del orden no tienen participación en la defensa como civiles, son responsables, y si estos no han actuado bajo criterio propio habrían actuado como sus propios oficiales de seguridad. Al mismo tiempo la pérdida del caso de una de las partes sería el fracaso para ambas partes.

El caso de Davidson debería ser tomado como ejemplo para revisar la decisión de la Casa de los Lores en Martin vs Watson (1.996). Este caso debatió agravio por sentencia maliciosa que fue, históricamente, un fallo en el que no se exigieron pruebas de interacción directa entre las partes durante los hechos.

Aunque la parte que efectuara el arresto no fuese responsabilizada de este  por actuar bajo su propio criterio, se podría abrir juicio para determinar que hubo sentencia maliciosa, si la parte que procuró el arresto entabla juicio contra el demandado.

El resultado es que, en muchos casos, el triunfo contra uno conducirá a un triunfo contra ambos (porque si los alguaciles-policías no son autorizados para la defensa bajo “paso” ellos son responsables, y si ellos no están ejercitados o no se han valido de su propio criterio "el departamento de detectives" es responsable mientras ellos tienen actuado meramente como sus agentes).

Inversamente, el fracaso contra uno con frecuencia será fatal para ambas demandas (as in Davidson). Ver tambièn a Spencer (1994) CLJ 433.

Davidson debería ser leído a luz de la decisión de la Casa de los Lores en Martin v Watson (1996) 1 AC 74. Este caso compromete lo relacionado con el TORT (agravio) de sentencia maliciosa, el cual fue, históricamente, una acción sobre el caso requiriendo por esta razón no un elemento de franqueza.

Aún cuando la no responsabilidad surgiría en falsa arresto, si el arresto fuera hecho por una parte en ejercicio de su criterio (discreción) una acción podía encontrarse en sentencia (acusación)) maliciosa si una acusación fuera posteriormente llevada a cabo por la persona que obtiene o procura el arresto.

Para salir bien de la sentencia (acusación) maliciosa, sin embargo, el reclamante debe probar cuatro (4) elementos; uno de los cuales es que el reclamante fue procesado por el acusado, que es, que la ley fue puesta en petición contra él mismo en un cargo (custodia) criminal.

Este requerimiento ha sido difícil de probar en los tiempos modernos donde el pliego de cargos u otros documentos originales son usualmente señalados por la policía. En Martin, el demandante fue arrestado y acusado exponiendo su persona con el propósito de insultar, después el acusado debe quejarse o querellar contra la policía.

El pliego de cargos fue señalado por un oficial de policía, no por el acusado. Al escuchar los cargos, la acusación no ofrece evidencia y los magistrados desechan los cargos. Subsecuentemente, el demandante trae una acción afortunada contra el defendido por sentencia (acusación) maliciosa.

La Corte de Apelaciones concedió una apelación sobre los fundamentos que una persona que hace un alegato a la policía conociendo que este fue falso y con la intención de que la policía debería actuar contra la persona acusada, por lo tanto impusieron la ley en petición"; y no fue el acusador por el propósito del agravio de sentencia (acusación) maliciosa.

Pero la Casa de los Lores sostiene que este requerimiento podría ser satisfecho aún cuando el acusado “teniendo” no tomará algunos pasos formales para la acusación del demandante pero tenía meramente probada la falsa o maliciosa información sobre la cual la acusación fue basada, como en aquellas circunstancias de criterio no real podría estar ejercitada por el acusador.

El demandante en Davidson no tendría remedio porque la acusación no siempre fue hecha ………….

Las Cortes pueden, por consiguiente, concluir en el futuro que una privación de la libertad producida por la actuación de un oficial de la policía sobre la base de una información falsa deliberadamente suministrada por el acusado, es una privación causada directamente por el acusado, por el cual una acción en falso arresto se encontraría (devolvería) contra el acusado quien ofreció la mala información.

SENTENCIA (ACUSACION) MALICIOSA

Es la forma más común del agravio del mal uso del procedimiento legal el cual es utilizado contra las personas quienes deliberadamente perjudican el proceso legal dentro de la estructura  para perjudicar a otro. Esto puede estar asociado con una reclamación por falso arresto, pero la diferencia entre los dos agravios (hechos) son significativos.

El falso arresto puesto que es una acción dentro del abuso (en violación), la detención debe ser un resultado directo del acto del acusado. El acto de un oficial ministerial, tal como la actuación de un oficial de policía sobre las instrucciones del acusado, no producirá la detención indirecta, sino la interposición de un ejercicio de criterio (discreción) judicial “does” (ver Austin v Dowling (1870)LR 5 CP 534, 540 Yy el salvamento sobre el Sr. Thomas Bingham MR EN Davidson v Chief Constable of the North Wales Police, para 12.4. Observe, sin embargo, que hoy en día es extraño para un oficial de policía tomar a alguien en custodia por esta vía, por este camino.

El podría regularmente conducir sus propias investigaciones independientes, de esta manera la “denuncia” por la responsabilidad particular por el falso arresto se suspendería.

Entonces una persona ilegalmente arrestada y mantenida en custodia por un magistrado debe demandar por daños por falso arresto, por la detención, es decir por todo el tiempo de su permanencia en sentencia maliciosa, y después.

Sin embargo, es más difícil de establecer una acción por sentencia (acusación) maliciosa.  En  falso arresto el reclamante necesita probar solamente la detención y esto es entonces para que el acusado lo justifique. 
En sentencia maliciosa el reclamante debe probar que:

a. el acusado inicio el procedimiento.

b. la acusación finaliza en favor del reclamante

c. no hay causa razonable ni probable para la acusación.

d. el acusado actuó maliciosamente, y

e. el reclamante ha sufrido daños.

Esto es una carga onerosa para finiquitar, porque históricamente las cortes no quisieron “desalentar (disuadir)” el entablar los procedimientos criminales contra los delincuentes sospechosos.

En Gregory v Portsmouth City Council (2000) 1 ALL ER 560, la Casa de los Lores sostiene que el hecho de acusación (sentencia) maliciosa no aplica para un acusado quien tenía presuntamente instituido procedimientos disciplinarios maliciosos contra el reclamante.

Lord Steyn sostiene que una figura distintiva del agravio (hecho) fue que el acusado tenía “injuriado” el poder coercitivo del Estado. Un individuo quien sin justificación establece en petición (moción) la ley criminal contra otro sería probablemente causa seria de injuria para la víctima  Por otra parte, había un delicado balance para estar “empatados – ojeroso- atraídos”…..

La policía está difícilmente confiada en la asistencia y cooperación de los ciudadanos para el fortalecimiento de la ley, y hay un riesgo  de que un gran “empate” del agravio (hecho) de acusación (sentencia) maliciosa podía disuadir no solamente a personas maliciosas sino también ciudadanos honestos quienes de otro modo reportarían la actividad criminal a la policía.

Hubo sanciones criminales correspondientes, tal como perjurio, creando falsas declaraciones a la policía y desgastando su tiempo, el cual serviría para disuadir el daño por el cual  el agravio (hecho) fue pretendido; y además la superposición del agravio (hecho) de difamación y falsedad maliciosa también protege al reclamante contra cada acto malicioso.

De este modo, esto fue adecuado que el agravio (hecho) de acusación maliciosa debería tener un espacio limitado..

Lord Stein observó que el agravio (hecho) no esta generalmente disponible para la institución maliciosa del procedimiento civil (salvo algunas raras excepciones), y el hecho que otros agravios (hechos) normalmente confirieran un remedio en cada circunstancia fue una razón buena para no prolongar la sentencia maliciosa en ambos casos como en el procedimiento civil o el procedimiento disciplinario (el cual podría fluctuar desde alegaciones serias de la conducta profesional hasta transgresiones menores de reglas de deportes o de club social).

PROCEDIMIENTOS INICIALES

El acusado no necesita “not have” conducida la acusación si él ha iniciado el procedimiento por extender una información antes a un magistrado o firmar un pliego de cargos y estar de acuerdo en dar evidencia.

Una persona quien meramente reporta los hechos a un policía o a un magistrado no inicia el procedimiento, tampoco un científico forense quien prepara un reporte para la policía el cual resulta en una acusación. (Evans v London Hospital Medical College (1981) 1ALL ER 715). La decisión de la Casa de los Lores en Martin v Watson (1996) 1AC 74 provee una excepción en casos donde cada informante ha mentido.

En los cargos de Martin como han sido tenidos contra el demandante solamente fundado en la información proveída por el acusado, ha sido precipitada cuando se revela que el defendido ha mentido.

La Corte de Apelaciones  (1994) 2 ALL ER 606 tuvo que desechar la acción del demandante por acusación maliciosa, porque, técnicamente, no ha tenido señalado el pliego de cargos, el defendido no tuvo iniciada la acusación.

Hobhouse LJ (AT P. 632) dijo que el hecho  que el defendido tuviera que haber mentido fue solamente relevante para su conducta como un testigo y no podría transformarse en una acusación. Un desacuerdo unánime de la Casa de los Lores y tener que un reclamante quien falsamente y maliciosamente dio información a la policía puede decir para tener iniciados procedimientos para los propósitos del agravio.

Aunque la primera autoridad inglesa directamente sobre este punto, Martin está en línea previamente con autoridades mancomunadas (e.g.,Watters v Pacific Delivery Service Ltd (1963) 42 DLR (2d) 661, 669 per Munroe J) y con el potencial para las responsabilidades semejantes para los partidarios del falso arresto siguiendo la decisión de la Corte de Apelaciones en Davinson v Chief Constable of the North Wales Police (para. 12.4).

Sin embargo, dos aspectos del dominio de su razonamientos debería asegurar que la decisión estará o será mantenida dentro de un estrecho límite. 

Primero, si fue considerado significativo que el acusado fuera el único testigo en consecuencia de esto la capacidad limítrofe de la policía para ejercer discreción independiente en la decisión para procesar (cf. Woollard (1996) 4 Tort L Rev 23, quienes debaten o argumentan que estos razonamientos son incompletos, no existe acompañamiento dirigido sobre qué tan lejos debe la discreción de los oficiales de policía estar encadenada por la evidencia del acusado en orden para justificar un descubrimiento que él o ella ha procurado la sentencia Woollard también cuestiona su presunción de dominio fundamental como para las implicaciones de la evidencia “untrue” de las responsabilidades de las autoridades para ejercer una discreción para procesar (si este es el rol de la policía para considerar la evidencia y entonces proceder a su propia discreción ninguna conclusión alegada que ha sido alcanzada por un oficial de policía no debería ser atribuida a un testigo particular o pieza de evidencia... Uno no debatiría que la estipulación de verdad actos de evidencia para encadenar discreción... La discreción funciona prescindiendo de la veracidad de la información proveída.

Segundo, su dominio enfatizó que  la carga onerosa de probar que un informante ha sido tanto malicioso y reparador suficientemente protegido por la politica fundamental que la inmunidad es necesaria en orden de fomentar información (ver Spencer (1996) CLJ 8). En un caso más complejo en donde las autoridades demandantes tienen “conducter” sus propias indagaciones y toman pasos sustanciales para investigar la implicación del reclamante y así tienen ejercida una discreción independiente, y deciden si se persigue, sino está dicho que el reclamante original inició el procedimiento (Mahon v Rahn (No. 2) (2000) 150 NLJ 899, CA).

ACUSACIÓN TERMINADA A FAVOR DEL RECLAMANTE

La acusación debe estar terminada a favor del demandante, aunque esto no significa que él debe haber estado exonerado o absuelto de sus méritos (cargos).

Esto es suficiente si la persecución ha sido suspendida (aún cuando la suspensión fue condicional, en el acuerdo del reclamante para para dar un salto por encima y así mantener la paz- Hourihane v Metropolitan Police Commisioner, Independent, 18 January 1995, CA), o había una absolución sobre un punto técnico o de convicción y fue cesado-derogado en apelación (Herniman v Smith (1938) AC 305). Pero si él ha sido condenado, el reclamante no puede usar una acción por acusación maliciosa para establecer su inocencia. Este es el caso aún cuando no hay derecho de apelación contra la convicción, y el reclamante puede probar que esto fue obtenido no obstante el engaño del acusador (Basebé v Matheus (1867) LR 2 CP 684; Everret v Ribbans (1952) 2 QB 198).

Las Cortes no admitirán una acción civil para ser usada como un “retrial”  de una acusación criminal.

CAUSA PROBABLE Y NO RAZONABLE
Causa probable y razonable significa una convicción honesta basada en un fundamento razonable en que el reclamante era probablemente culpable del delito ( Hicks v Faulkner (1878) 8 QBD 167, 171). Esto no significa que el acusado debe haber creido que el reclamante podría probablemente ser acusado (declarado culpable). 

La pregunta es si hay un caso apto para ser probado (Glinsky v McIver (1962) AC 726, 766-7). Esta pregunta es determinada según referencia a los hechos conocidos, o creído por el acusado en el tiempo, aún cuando estos hechos o creencias posteriormente produzcan algo incorrecto (Heniman v Smith (1938) AC 305).

Pero los hechos creídos por el acusado deben ellos mismos suministrar fundamentos razonables para la acusación.

Así hay dos elementos para el asunto a saber, was there razonable y causa probable en hecho, y puede el fiscal genuinamente creer que el reclamante fuera probablemente culpable? Si no hay causa probable en el hecho de la creencia honesta del fiscal no es suficiente (Tempest v Snowden (1952) 1 KB 130. 138).

La carga de la prueba carece de causa probable y razonable en el reclamante, y esto es particularmente difícil porque le concierne proving a negative. Adicionalmente, el asunto es considerado en realidad por el juez más que por el jurado, porque este dice que los jurados están dispuestos para otorgar una acción civil para alguien que ha sido procesado y absuelto. La duda de la creencia honesta del acusador que el procedimiento fue justificado es materia del jurado, pero si objetivamente hubo causa probable y razonable será muy difícil de probar que el acusador honestamente no hizo creer que ello existía.(Dallison v Caffery (1965) 1 QB 348, 372).

MALICIA O MALA INTENCION

Malicia significa algo injusto o motivo impropio, pero los motivos como ira o venganza para el daño impuesto por el delito alegado no son impropios porque la ley  “relies” sobre tales motivos “en causando delincuentes para justicia (Brown v Hawkes (1891) 2 QB 718, 722). 

Malicia abarca no solamente rencor y mala voluntad sino tambien algún otro motivo que trae al criminal a la justicia. (Glinsky v McIver (1962) AC per Lord Devlin).

De nuevo la carga de la prueba cae sobre el reclamante. La Malicia no es por sí misma suficiente para sostener que hay una acusación maliciosa; si hay causa razonable y probable, el acusador no será responsable, no importa cuán maliciosos o rencorosos fueron sus motivos (Glinsky v McIver). Opuestamente, el acusador quien no actúa maliciosamente no es responsable, aún en la ausencia de causa probable y razonable.

La carencia de causa razonable y probable no se evidencia como malicia a menos que esté basado en la ausencia de la confianza (creencia) honesta en la culpa del reclamante (Turner v Ambler (1847) 10 QB 252) pero si existió creencia honesta, entonces allí deben estar algunas evidencias independientes de malicia (Brown V Hawkwes). Similarmente, malicia es la no evidencia de falta de causa probable, a menos que la misma evidencia sea suficiente para establecer ambas, e.g., si es demostrado, que el defendido o acusado sabía que el reclamante era inocente. 

DAÑO O PERJUICIO

En Savill V Roberts (1698) 12 Mod 208, Holt CJ se dijo que habían tres tipos de daño:

a. daño para la reputación de reclamante, el cual depende de la naturaleza del agravio con el cual él es acusado (haber estado acusado con un delito castigable con prisión es en él mismo difamatorio, aún si el reclamante no fue arrestado: Wiffen v Bailey (1915) 1 KB 600); b. daño a la persona, tal como la detención; y c. daño a la propiedad, tal como algunos costos no cubiertos por estar defendiéndose de la acusación (Berry v British Transport Comisión (1962) 1 QB 306)

Una acción en TORT mentirá por bancarrota maliciosa o procedimientos (transacciones) de insolvencia (Quartz Hill Consolidated Gold Minino Co. V Eyre (1883) 11 QBD 674), pero no generalmente por estar conduciendo a otros procedimientos civiles infundados, no importa cómo maliciosamente.

Esto ha sido explicado sobre la base que un afortunado defendido en procedimientos civiles no sufra daño recuperando sus costos; pero en la práctica los costos que son pagados por la desafortunada parte son raramente una indemnización completa.

Además, esto no es claro porque el daño o perjuicio a la reputación de las personas no constituye daño como lo es en el caso del procedimiento criminal malicioso.

